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Responsabilización  po r lo s abusos del pasado* 

Juan E. Méndez**

1. Introducción

Este estudio se centra en los debates sostenidos sobre la responsabili­
dad de los perpetradores de violaciones m asivas a los derechos hum a­
nos, y sobre la experiencia en América Latina y otras partes de inten­
tos de restablecer la verdad y la justicia en cuanto al legado de abusos 
del pasado reciente. Esta experiencia es inevitablemente diversa y muy 
variada, pero este trabajo sostiene que ella ofrece algunos principios de 
aplicación universal. En este punto discrepo con la visión de que los lí­
deres democráticos son los que conocen mejor lo que sus sociedades 
necesitan en un  momento dado, por lo que no conviene imponer reglas 
sobre lo que se debe hacer con el pasado reciente. Un segundo punto 
de vista que debato acepta que hay principios generales aplicables a  es­
te problema, pero insiste en que los líderes democráticos deben luchar 
sólo por res tau ra r la verdad del pasado reciente y, en general, evitar to­
do intento de res tau ra r la justicia, al menos a través de procesos pena­
les. En pocos años ha habido un  considerable progreso respecto a re­

• Versiones preliminares de este articulo fueron publicadas en Kellogg Institute (U y ND). 
Working Paper No. 233. Notre Dame. Indiana, septiembre de 1996; en Human Rights 
Quarterly. abril de 1997: y en "Metodología para una  Comisión de la Verdad en Guate­
m ala”. Guatemala. ODI LA. 1996.
•• Director jurídico (“General Counsel") de Human Rights Watch y. desde septiembre de 
1996, director ejecutivo del Instituto Interamericano de Derechos Humanos en San Jo ­
sé. Costa Rica. Fue “fellow" visitante en el Instituto Kellogg, de la Universidad de Notre 
Dame, duran te la primavera de 1996. El inicio de su práctica jurídica en la Argentina se 
centró en el derecho laboral y la defensa de presos políticos, razón por la que fue m an­
tenido bajo detención administrativa desde agosto de 1975 hasta  febrero de 1977. bajo 
t \  estado de sitio que se vivió en el país. En 1982 pasó a ser director de la Oficina de Anie- 
ricas Watch en Washington, y en 1989 director ejecutivo de la organización.
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conocer que un  legado de violaciones graves y sistem áticas genera obli­
gaciones del estado para con las víctimas y la sociedad. Subsisten, sin 
embargo, desacuerdos considerables sobre el contenido de estas obli­
gaciones y sobre cómo deben de ser cum plidas. Este artículo tra ta  de 
m ostrar que es tas  obligaciones: a) son multifacéticas y pueden ser 
cum plidas separadam ente; pero b) no deben ser vistas como alternati­
vas u n as  de las otras. Las diferentes obligaciones no son un  m enú del 
cual el gobierno puede elegir una solución; son de hecho distin tas obli­
gaciones, cada una  de las cuales debe ser cumplida conforme a las me­
jores posibilidades que tenga el gobierno. En este contexto, los proce­
sos judiciales -siem pre y cuando sean tram itados bajo las m ás estric­
tas garantías de im parcialidad- son un ingrediente necesario y adem ás 
deseable dentro de cualquier esfuerzo serio de responsabilización.

2. Múltiples dim ensiones del problema

La experiencia acum ulada desde los principios de los años ochenta so­
bre este tem a continúa siendo enriquecida: en este preciso momento, 
la nueva Sudáfrica está em barcada en el programa m ás ambicioso que 
se haya visto hasta  ahora, ya que busca com binar el establecimiento de 
la verdad, la clemencia, procesos judiciales y una eventual reconcilia­
ción. Indudablem ente quienes han ido diseñando el program a sudafri­
cano se han  beneficiado de la experiencia de Latinoamérica y de Euro­
pa del Este, pero es muy difícil encontrar un lugar donde el ingenio y 
la creatividad se hayan profundizado tanto como en Sudáfrica, en rela­
ción con este grave problema de política pública. Ampliando igualmen­
te nuestros horizontes (y desafiando nuestras presunciones) está el ex­
perim ento de justicia que las Naciones Unidas han puesto en m archa 
con la creación de Tribunales de Crímenes de G uerra para la antigua 
Yugoslavia y Ruanda. Todo lo que digamos ahora sobre Verdad y J u s ­
ticia tendrá que ser reexaminado necesariam ente en los próximos dos 
o tres años, a la luz de los resultados de estos experimentos.

El problem a tiene dim ensiones legales, éticas y políticas, y es impe­
rativo que las tres sean reconocidas y asum idas. Es u n  error que el mo­
vimiento de derechos hum anos perm ita que lo encasillen en una posi­
ción tildada de legalista o m oralista y que se lo considere, no sólo co­
mo contrario a contemporizar, sino intransigente y hasta  ingenuo acer­
ca de la realidad política, vengativo u opuesto a  la reconciliación. Por el 
contrario, debemos estar listos para tom ar una  posición objetiva y rea­
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lista sobre las limitaciones políticas al proponer medidas de responsa- 
bilización. Ello, por otro lado, no implica necesariam ente una reatpoti- 
tik o abandono de ios principios. En efecto, se puede argum entar muy 
bien a favor de que un programa de verdad y justicia no sólo es lo co­
rrecto, sino que es políticamente deseable porque ayuda en gran medi­
da a la realización de nuestra  idea de democracia.

3. Cómo se plantean las preguntas

La multiplicidad de dimensiones m encionadas anteriorm ente ha cam ­
biado la forma en que las organizaciones de derechos hum anos conci­
ben su  trabajo, y cómo trabajan para promover y defender los derechos 
fundam entales. Ya no ven estrictam ente las acciones que constituyen 
violaciones a los derechos universales, sino que tam bién vigilan cómo 
las instituciones gubernam entales responden a  cada episodio. Y este 
enfoque se aplica no sólo a  la reciente epidemia de abusos en contra de 
enemigos políticos, sino tam bién a  las violaciones endémicas presentes 
en n uestras democracias: brutalidad policial, violencia rural, condicio­
nes de detención, derechos de las minorías, y hasta  violencia dom ésti­
ca. La noción de la respuesta  institucional reconoce que los abusos su ­
cederán incluso en Jas sociedades m ás avanzadas, pero correctam ente 
asigna al estado la obligación de movilizar su s recursos para restable­
cer el equilibrio y proporcionar reparaciones. El criterio para medir el 
auténtico compromiso con la democracia es el grado en el cual los go­
biernos están  dispuestos a

(...] organizar el aparato de Estado y, en general, todas las estructuras a tra­
vés de las cuales se ejerce el poder público, de manera que sean capaces de
asegurar jurídicamente el libre y pleno ejercicio de los derechos humanos.1

Más allá del trabajo en derechos hum anos, las experiencias de res- 
ponsabilización alim entan la forma en que concebimos áreas distintas, 
pero relacionadas entre sí: promoción de la democracia, pacificación y 
m antenim iento de la paz. La necesidad de consolidar una  frágil demo­
cracia, y la necesidad de term inar con los conflictos, indudablem ente 
condicionan las posibilidades de enm endar los errores del pasado, e in­

1 Corte Interam ericana de Derechos Humanos, caso Velásquez Rodríguez, Sentencia del 
29 de julio de 1988. párrafo 166.
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cluso establecen limites a lo que puede aspirarse a través de una polí­
tica de responsabilización. Pero estas dem andas urgentes de ningún 
modo relegan los objetivos de verdad y justicia. Por el contrario, cada 
vez se reconoce m ás que el intento de responsabilizar a los criminales 
de estado dice algo sobre la democracia que estam os tratando de es ta­
blecer, y que m antener la memoria y saldar las cuentas pendientes en 
m ateria de derechos hum anos pueden ser parte de la fórmula de una 
paz que sea duradera, y no sólo una suspensión temporal de la lucha.

La expansión de nuestro campo de acción requiere abandonar la no­
ción de que estam os hablando únicam ente en térm inos de transición a 
la democracia. Las discusiones fueron orientadas en ese sentido debi­
do al influyente artículo de José Zalaquett2 “Confronting H um an Rights 
Violations Committed by Former Governments: Principies Applicable 
and Political C onstraints”. La mejor colección de m ateriales para citar 
en este tem a se llama, en efecto. Justicia en transición.3

Sin embargo, en lugares como El Salvador y Guatemala, no estamos 
necesariam ente frente a un régimen que ha cambiado, sino a  gobiernos 
que deben resolver violaciones cometidas en gran parte bajo su propio 
mandato. La necesidad de considerar la responsabilización en un  contex­
to de búsqueda de soluciones a un conflicto armado presenta desafíos 
políticos que no son los mismos que se dan en las transiciones hacia la 
democracia. Ei mismo argumento es aplicable cuando se trata de impo­
ner responsabilidades a  través de dem andas de la comunidad internacio­
nal. como en el caso de los tribunales de crímenes de guerra para la an ­
tigua Yugoslavia y Ruanda. Es más, restringir el análisis a  las transicio­
nes deja fuera las acciones realizadas por organizaciones de la sociedad 
civil para superar la impunidad vigente, como en Colombia y Perú.

Otra razón para revisar el marco analítico es que el tem a de la res­
ponsabilización ha probado tener existencia propia, m ás allá de los cor­
tos térm inos de la que puede ser razonablemente llamada la transición. 
La reanudación del debate público sobre lo que el estado debe a las fa­
milias de los desaparecidos en la Argentina en 1995, después de las re­
velaciones del capitán de navio Adolfo Scilingo,4 y una vez m ás en m ar­

2 José Zalaquett. "Confronting Human Rights Violations Committed by Former Govern­
ments: Principies Applicable and Political Constraints", en Aspen Institute. State Crimes: 
Punishment and Pardon, Nueva York, 1989. y después en 13 Hamline I. Rev., 623 (1990).
3 US Institute of Peace. Neil Kritz (ed.). Transitional Justice: How Emerging Democracias 
Reckon wlth Former Reglmes (3 vols.). Washington. 1995 (con prólogo de Nelson Mandela).
4 Horacio Verbitsky. El vuelo. Buenos Aires. Planeta. 1995 (versión en inglés por New 
Press. Nueva York. 1996).
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zo de 1996, en el 20 aniversario del golpe de estado, resultan  testim o­
nios fehacientes. Después de vivir m ás de 12 años de democracia, y con 
las m edidas tom adas en los años ochenta para registrar el pasado y 
tra ta r  de enterrarlo, el reclamo de las víctimas de las violaciones en la 
Argentina ha sobrepasado los límites de la transición.

Incluso en situaciones claram ente transicionales, en cualquier caso, 
este enfoque parte de la suposición de que los nuevos gobiernos tienen 
limitaciones en cuanto a  lo que pueden hacer para corregir los errores 
del pasado. En este sentido, Zalaquett está indudablem ente en lo co­
rrecto. El problema es que ha conducido a m uchos otros a partir de la 
base de que es muy poco lo que los gobiernos realmente pueden hacer 
bajo estas circunstancias, y no pensar lo suficiente en lo que éstos de­
berían hacer. En relación específicamente con Latinoamérica, se pien­
sa  com únm ente que cualquier intento por romper el ciclo de im puni­
dad podría am enazar la estabilidad democrática, como si una forma in­
ferior de democracia, sin igualdad ante la ley, fuera todo lo que se pu­
diera esperar. El marco de transición ha sido extrem adam ente útil pa­
ra dar forma a nuestros debates hasta  ahora, pero puede que sea tiem­
po de introducir un  nuevo enfoque. Las democracias latinoam ericanas 
parecen actualm ente m ás seguras (y si lo son porque la im punidad ha 
prevalecido o porque se hayan logrado algunos avances en m ateria de 
responsabilización. es otro asunto). La experiencia dem uestra que las 
dem andas para deducir responsabilidades surgen en una  gran varie­
dad de contextos históricos. Parece que es tiempo de analizar estos pro­
blem as desde u n  punto de vista m ás amplio.

4. Principios em ergentes

Hay un  fuerte argum ento legal a favor de reconocer la existencia de un 
principio em ergente de derecho internacional, según el cual los estados 
tienen obligaciones positivas de responder de cierta forma en caso de 
violaciones m asivas y sistem áticas de los derechos fundam entales.5

5 El mejor argum ento para esta obligación está en Diane Orentlicher. “Settling Accounís: 
The Duty to Prosecute Human Rights Violations of a Prior Regime". J0O Vale L. J .  2537, 
y adem ás en "Addressing Gross Human Rights Abuses: Puníshm ent and Victim Compen- 
üation". en Louis Henkin y John  L. Hargrove (eds.). Human Rights: An Agenda fo r  the Nexl 
Century, ASIL. 1994. Véase adem ás Naomi Roht-Arriaza. Impunlty and Human Rights in 
International Law and Practice, Nueva York. Oxford University Press. 1995. Dos relatores
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Aunque los instrum entos en vigor no especifican en qué consisten ta ­
les obligaciones, ellos sí establecen que cada estado miembro (...) se  
compromete a respetar y asegurar a todos los individuos los derechos 
que se reconocen.6 La obligación de asegurar significa que los estados 
están  obligados a  tom ar las medidas necesarias para corregir los daños 
infligidos en cada una de las violaciones a un derecho. Adicionalmen­
te, la mayoría de instrum entos establece el derecho de la victima de 
una violación a una  compensación m ás efectiva y a  igual protección de 
la ley, sin discriminación.7 La Comisión de Derechos Hum anos de las 
Naciones Unidas, el órgano de interpretación autorizado de la Conven­
ción sobre Derechos Civiles y Políticos, ha dicho que las leyes de am ­
nistías generales y perdón son inconsistentes o contradictorias con la 
Convención porque crean un clima de impunidad y niegan a las vícti­
m as el derecho a la reparación.8 El derecho internacional, adem ás, e s­
pecifica que determ inados derechos son tan  fundam entales que no 
pueden ser suspendidos, aun  en el caso de una emergencia que am e­
nace la existencia de la nación o su  seguridad. Estos derechos fu n d a ­
mentales son aquellos que son violados por ejecuciones extrajudiciales, 
tortura, desapariciones y arrestos arbitrarios y prolongados.9 La im pu­
nidad para estos crím enes constituye una impermisible derogación de 
derechos ex post-facto que no debían suspenderse en el momento en 
que se cometieron los actos.

El derecho internacional contiene m uchas norm as vinculantes que 
apu n tan  en la dirección de que existe una obligación por superar la 
im punidad para crím enes de este tipo. La Convención sobre el Geno-

especiales de las Naciones Unidas han tenido la ocasión de explorar su obligación pro­
fundamente: Theo Van Boven. relator especial para la Restitución, compensaciones y re­
paraciones para violaciones graves y consistentes de los Derechos Humanos, en "Study 
Concerning the Right to Restitution. Compensation and Rehabilitation for Victims of 
Gross Violations of Human Rights and Fundam ental Freedoms". Comisión de Derechos 
Humanos de Naciones Unidas. UN. Doc. EICN. 4 /S u b .2 /1993/8; y Louis Joinet. relator 
especial sobre Impunidad. Informe final. 1996.
6 Convención Internacional sobre Derechos Políticos y Civiles (UN. G.A. Res. 2200 A. 16 
de diciembre de 1996). art. 2. Similares térm inos en la Convención Americana de Dere­
chos H um anos (Organización de los Estados Americanos. 22 de noviembre de 1969). 
art. 1.1.
7 Parle \ de Derechos Civiles y Políticos, arts. 14 y 26: Convención Americana, arts. 24 y 
26.
8 CCPR/C179/Add.46. adoptada en la Reunión N M 4 1 1, 53 Sesión. 5 de abril de 1995. 
Punto 10.
9 Parte I de Derechos Civiles y Políticos, art. 4: Convención Americana, art. 27.
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cidio establece la obligación de castigar este crim en.10 La m ás recien­
te Convención contra la Tortura obliga a su s signatarios a hacer de la 
to rtura  un delito punible dentro de su jurisdicción interna, a arrestar 
a los sospechosos de to rtu ra , extraditarlos hacia o tras jurisdicciones 
o procesarlos, e insistir a cooperar plenam ente con la jurisdicción in­
te resada en recabar y conservar las evidencias.11 O tras convenciones 
y norm as del derecho consuetudinario se refieren a la inaplicabilidad 
de leyes que establezcan limitaciones a los crím enes contra la h u m a­
nidad; la inaplicabilidad de invocar el principio de crimen político co­
mo defensa contra Ja extradición por cargos referentes a  estos crím e­
nes y la jurisdicción universal para juzgarlos. Consideradas en con­
jun to , es tas  norm as d ispersas m uestran, inequívocamente, una ten­
dencia en el derecho internacional para no perm itir que estos críme­
nes queden im punes. En efecto, es difícil encontrar desacuerdos en 
torno a  que éstos dan lugar a  ciertas obligaciones; si acaso los desa­
cuerdos (o el escepticismo) giran en torno al conte nido o la aplicabili- 
dad de es tas  obligaciones -s i bien esto es un  problema no sólo para 
éstas, sino para todas las obligaciones que surgen del derecho in ter­
nacional-.

Algunas de las obligaciones discutidas seguidam ente surgen cu an ­
do el estado viola cualquier derecho establecido en los instrum entos in­
ternacionales. Todo el cuerpo de obligaciones, sin embargo, tiene apli­
cación sólo en situaciones de violaciones masivas y sistem áticas a los 
m ás elementales derechos a la vida, a la libertad y  a la integridad físi­
ca. En o tras palabras, un  caso aislado de tortura, por ejemplo, puede 
dar lugar a obligaciones sólo si es parte de un  patrón sistem ático de 
violaciones similares. La razón para tan elevado grado de protección es 
que ías violaciones a  los derechos hum anos de esta magnitud, cuando 
son com etidas masiva y sistem áticam ente, constituyen crímenes contra 
la humanidad.

En respuesta  a  los crím enes contra la hum anidad, un estado está 
obligado; 1) a investigar, juzgar y castigar a los perpetradores; 2) a  re­
velar a  las víctimas, su s familiares y a toda ía sociedad todo lo que pue­
da ser confiablemente esclarecido sobre estos eventos; 3) a ofrecer a las 
víctimas las reparaciones debidas; y 4) a separar a los verdugos plena­

10 Convención sobre la Prevención y Castigo del Crimen de Genocidio (UN G.A. Res. 
26/SA  (111). 9 de diciembre de 1948). art. 1.
*1 Convención contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhum anas y  degradan­
tes y su castigo (UN G.A., Res. 39 /46 . 10 de diciembre de 1984). arts. 4-9.
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mente identificados de los cuerpos de seguridad y o tras posiciones de 
autoridad.

Desde el punto  de vista de quienes han adquirido algún derecho es­
pecifico del estado, las obligaciones en cuestión consisten en: 1) el de­
recho de las víctimas a recibir justicia; 2) el derecho de conocer la ver­
dad; 3) el derecho a  recibir com pensaciones y otras formas de restitu ­
ción no m onetarias; y 4) el derecho a  instituciones nuevas, reorganiza­
das y responsables. El titu lar de este último derecho es la sociedad en 
su  conjunto y no la víctima; en los otros tres casos, el derecho benefi­
cia, fundam entalm ente, y en prim er lugar, a la victima, pero tam bién a 
la sociedad.

El referirse a estos derechos como principios emergentes y no como 
obligaciones vinculantes del derecho internacional ejemplifica su  es ta­
tu s  actual: se justifican sólo parcialm ente en norm as de aplicabilidad 
universal existentes. En su mayor parte resultan de la expansión de di­
chas norm as sobre todo en los últimos años, y que dan origen al dere­
cho -particu larm ente el derecho internacional: resoluciones no vincu­
lantes, precedentes judiciales y cuasijudiciales, la práctica de las n a ­
ciones y la opínio juris-. Por ejemplo, las Convenciones de Ginebra de 
1949 establecen claram ente la obligación de castigar graves violaciones 
o crím enes de guerra que ocurren durante conflictos internacionales. 
Solo el año pasado, esta noción se ha extendido a crím enes similares 
cometidos en el contexto de conflictos que no son de carácter in te rn a­
cional, a través de la resolución del Consejo de Seguridad que estable­
ce el Tribunal Criminal Internacional para Ruanda y la decisión ju ris ­
diccional del Tribunal Criminal Internacional para Yugoslavia en el ca­
so Tadic.12 Con respecto al derecho de saber la verdad, aunque la co­
m unidad internacional recientemente ha comenzado la discusión, una 
conferencia de expertos convocada por las Naciones Unidas h a  estable­
cido que éste ha alcanzado el estatus de norm a de derecho internacio­
nal consuetudinario. 13

i2 Tribunal Criminal Internacional para la ex Yugoslavia. Cámara de Apelaciones. El Fis­
cal contra. D uskoTadic a.k.a. "Ou\e”. Caso No.IT-94-l-AR72, Decisión sobre \a apelación 
de la defensa basada en la jurisdicción. The Hague, 2 de octubre de 1995. Véase también 
Theodore Meron. "International Criminalization of Internal Atrocities". American Journal
o f International Law. vol. 89: 554. 1995.
»3 Comisión de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos. Informe de la Reunión 
de Expertos sobre Derechos no Sujetos a Derogación durante estados de emergencia o 
circunstancias excepcionales. Anexo 1 al 8o. Reporte anual del relator especial para Es­
tados de Emergencia. E/CN. 4 /S u b . 2 /1995 /20 /C orr. U 15 de agosto de 1995.
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Los ejemplos se presentan para dem ostrar que la norm a jurídica so­
bre este aspecto está  desarrollándose rápidamente. El hecho de que los 
principios no sean leyes vinculantes en todos su s  aspectos no significa 
que no constituyan obligaciones. En la mayoría de los casos puede que 
no sea posible obtener una decisión judicial que ordene su  cum pli­
miento - y  una decisión sem ejante sería difícil de ejecutar de cualquier 
modo-. No obstante, estos principios pueden invocarse para exigir cier­
ta s  m edidas de estados que deseen verse a  sí mismos como colabora­
dores del orden jurídico internacional. Más im portante aún, u n  gobier­
no que se enfrente a la situación*de crímenes masivos de estado puede 
y debe ser juzgado por el grado en que trate de acatar estos principios.

Una segunda observación, en relación con estas cuatro obligaciones, 
es que cada una  de ellas es parte integral de una política ju s ta  de res- 
ponsabilización, pero es distinta de las demás. Cada gobierno debería 
esforzarse para aca tar cada una de estas obligaciones, y el alto grado 
de cum plim iento en un área no es excusa para el incumplimiento en 
otras. Por ejemplo. Ja Administración Menem en la Argentina ha apli­
cado una  am plia política de generosas com pensaciones m onetarias a 
las víctimas de la guerra sucia  de los años setenta, pero hace muy po­
co o nada para decir la verdad a  las familias de los desaparecidos so­
bre lo que ha podido averiguar sobre el destino y la localización de sus 
seres queridos; y hace aún  menos para purgar a Jas fuerzas arm adas y 
de seguridad de los m uchos perpetradores que continúan sirviendo y 
avanzando en la jerarquía.

La natura leza  independiente y d istin ta de estas obligaciones tam ­
bién significa que au n  y cuando una  de ellas sea legal, o prácticam en­
te imposible, por ejemplo, por una  ley de am nistía general que impi­
da los procesos crim inales, las o tras continúan en plena vigencia. El 
Comité de D erechos H um anos de Naciones Unidas, en su  último re­
porte periódico de la Argentina, correctam ente rechazó el argum ento 
del m inistro de Ju stic ia . Rodolfo Barra, de que las seudo leyes de am ­
nistía de los años ochenta, y el principio de presunción de inocencia, 
im pedían que el gobierno obligara a crim inales plenam ente identifica­
dos a  retirarse  m ediante procedimientos adm inistrativos o disciplina­
rios. 14 Sím ilarm ente, las leyes pueden ser barreras infranqueables 
para la persecución criminal, pero no eximen al gobierno argentino 
del deber de utilizar todos los medios a su  alcance para decir a  cada

>•» CCPR/C/79/Adcl,46. ctt. (nota 8).



38 J uan E . M é n d e z

familia lo que se pueda saber sobre el destino y localización de su s de­
saparecidos.15

Este enfoque tiene la ventaja de que nos permite insistir en determ i­
nadas m edidas m ás allá del intento artificial de los gobiernos de. dejar 
a trá s  el pasado y seguir adelante. También debería servir como una for­
ma para  que el movimiento pro derechos hum anos evite el autoderro- 
tismo y rechace todas las soluciones porque una de ellas, por ejemplo 
el castigo, se vuelva inaplicable. Si continúan señalando las am nistías 
y perdones como inconsistentes con las obligaciones, las victimas y la 
sociedad aún  pueden exigir la verdad completa, reparaciones y cuerpos 
de seguridad que estén efectivamente libres de criminales.

Una observación final en los cuatro casos sobre estos principios es 
que constituyen -en  la distinción que hace la ley civil- obligaciones de  
medios y  no de resultados. Significa que el estado ha cumplido plena­
m ente su  deber de persecución penal, incluso si el juicio term ina a fa­
vor del demandado, siempre y cuando el proceso haya sido conducido 
de buena fe y no como un acto predestinado a fracasar. En ese sen ­
tido. estas obligaciones están  sujetas a condiciones de legitimidad en 
su  ejecución.17 Estas condiciones presionan a  los gobiernos en dos di­
recciones opuestas. En prim er lugar, están  conm inados a hacer esfuer­
zos de buena fe para alcanzar los resultados deseados. Se deduce que 
si un gobierno tiene pistas, documentación, conoce a  actores cuyo tes­
timonio puede obtenerse, etc., tiene la obligación de hacer todo lo que 
esté razonablem ente dentro de sus posibilidades para decir a cada fa­
milia la verdad. En este contexto, no obstante, razonablemente dentro

15 Escrito aniicus curtae by Human Rights W atch/Americas y Center for Justíce and In­
ternational Law, presentado a la Corte Federal de Apelaciones de Buenos Aires en junio 
de 1995. en apoyo de una  moción por Emilio F. Mignone in re ESMA Case y publicado en 
El Derecho, Buenos. Aires. No. 8834. 14 de septiembre de 1995 y en Revista IIDH. San J o ­
sé. Costa Rica. No. 21. enero-junio de 1995. En la misma edición, véase nota de apoyo 
por Germán J . Bidart Campos, uno de los principales académicos latinoamericanos en 
Derecho Constitucional e Internacional (“La víctima del delito y  el proceso penal"* p. 7). 
La noción de que el estado le debe a  cada víctima una 'verdad' individualizada y por lo 
tan to  un  reporte global sobre prácticas y políticas no las satisface plenamente es uno de 
los argum entos de José Zalaquett. A solicitud suya, fue adoptada por Comisión en Ret- 
tig Chile: Informe de la Comisión National de la Verdad y  Reconciliación, t. 1. p. 3. S an­
tiago. 1991 (versión en inglés por la Editorial de la Universidad de Notre Dame. Notre Da­
me. 1992).
16 Corte Interam ericana de Derechos Humanos, caso Velásquez Rodríguez, cit. (nota 1). 
párrafo 177.
17 Zalaquett. State Crimes, op. ciL (nota 2).
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de sus posibilidades significa que una serie de esfuerzos y tareas debe 
ser puesta positivamente al servicio de la verdad, y no limitarse simple­
m ente a un  acto demagógico de condescendencia burocrática.

En la dirección opuesta, otra condición para la legitimidad es que 
esos esfuerzos deben conducirse de acuerdo con los estándares del de­
bido proceso establecidos en la legislación internacional. Lo que es el 
debido proceso, sin embargo, depende del objeto del ejercicio y su pro­
bable resultado. La persecución y el castigo requieren del máximo gra­
do de garantía para los derechos del acusado, porque el resultado po­
dría ser la pérdida de la libertad de una  persona. Pero la separación 
disciplinaria o adm inistrativa de los cuerpos de seguridad requiere, re­
lativam ente, m enores garantías al debido proceso.

Existe un considerable desacuerdo en este tema respecto de si las 
comisiones de verdad deben decir los nombres de los funcionarios acu ­
sados de las violaciones que describen. José Zalaquett se opone ro tun­
dam ente porque constituiría una violación de los derechos al debido 
proceso de las personas nom bradas, así como una intromisión cíe las 
comisiones de verdad, en funciones judiciales que, por definición, no 
les competen. 18 u n a  posición cerrada en cuanto a  mencionar nombres, 
no obstante, puede, en ciertas circunstancias, convertirse en una  limi­
tación inaceptable a  la Verdad Completa que los gobiernos están  com­
prometidos a revelar, y que las Comisiones de Verdad están encargadas 
de esclarecer.

La legitimidad de 2a decisión -sea  Ja mención u ocultamiento de 
nom bres- depende de que posteriorm ente a  la publicación del reporte 
de la Comisión, haya oportunidad de procesar y juzgar (y, por lo tanto, 
de explorar m ás exhaustivam ente la verdad). Si la posibilidad está 
abierta tal vez es buena idea permitir que las cortes se encarguen de la 
responsabilidad criminal individual, después de que haya tenido lugar 
u n  juicio justo . Si, por otro lado, el reporte va a ser. probablemente, la 
última oportunidad para que estos asun tos salgan a Ja luz, un  compro­
miso honesto con la verdad sugeriría la necesidad de una información 
confiable y no ocultar el comportamiento de ciertos individuos sólo por­
que éstos puedan esconderse detrás de la im punidad concedida por

*8 La Comisión de la Verdad de El Salvador, patrocinada por las Naciones Unidas, fue la 
prim era entre las recientemente constituidas en mencionar nombres. Priscilla B. Hayner. 
“Quince Comisiones de la Verdad - 1974 a 1994". Human Rights Quarterly, noviembre de
1994. Zalaquett. “Promotion of National Unity and Reconciliation Bill. 1995". en Alex Bo- 
raine. Ja n e t Levy y Rontjl Scheffer (eds.). IüaSa. Ciudad del Cabo. 1994. p. 51.
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am nistías o perdones. Incluso en ese caso, sin embargo, algunas medi­
das para preservar el debido proceso resultan necesarias, y la Comisión 
de Verdad debería darles “como mínimo” una oportunidad para rebatir 
la información incriminatoria. Si se mencionan nombres, tam bién es 
im portante que la Comisión de la Verdad dé un  tratam iento honesto e 
imparcial a  la información, y que el público así lo perciba. En El Salva­
dor, como se creyó que la Comisión de la Verdad había recibido muchos 
m ás nom bres de los que publicó, debió ser m ás clara en cuanto a los 
criterios bajo los cuales se determinó que unos nombres fueran publi­
cados y otros no. Probablemente beneficiándose de esa experiencia, la 
Comisión de Verdad y Reconciliación de Sudáfrica no sólo está encar­
gada de investigar y revelar las circunstancias de cada caso sino tam ­
bién de identificar a los perpetradores. Al mismo tiempo, el estatu to  
que creó la Comisión requiere que las personas acusadas de violación 
a  los derechos hum anos tengan la oportunidad de responder an tes que 
su s  nom bres sean agregados al informe final.19

5. Evitar falsos dilemas

La prim era concepción errónea acerca del problema de la responsabi- 
lización es que no existen reglas que establezcan lo que los estados de­
ben hacer en respuesta  a las m asivas violaciones llevadas a cabo en 
el pasado reciente. A principios de los años ochenta éste fue en Amé­
rica Latina el punto  de vista prevaleciente en tre m uchos observadores 
con m entalidad dem ocrática, e incluso observadores orientados hacia 
los derechos hum anos. Ello resultó  en una  falta de apoyo a  los esfuer­
zos para conseguir algún grado de responsabilización en la nueva ola 
dem ocratizadora. En la concreción presente, esta posición se refleja 
en gran m edida en el punto de vista del ex presidente Jim m y Cárter, 
el cual no sólo deja de lado las opiniones de los líderes dem ocráticos, 
sino que expresa una preferencia por solucionar los problem as con 
base en el perdón y olvido completos. En efecto, la m ás reciente apli­
cación de esta idea por parte del presidente Cárter fue su  oferta de 
am nistía al general Raúl Cedras, como una condición para el retorno 
de la dem ocracia en Haití, una  oferta hecha a pesar de la objeción ex­

*9 República de Sudáfrica. “Promotion of National Unity and Reconciliation Bill. 1995". 
arts. 4 (a). 31 (2) y 38.
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presa de Jean-B ertrand  Aristide. líder elegido dem ocráticam ente en 
Haití.

El presidente Cárter explicó que le interesaban menos las violacio­
nes del pasado que evitar las siguientes. Aun así. está lejos de compro­
barse que una política de perdón y olvido autom áticam ente desvía el 
peligro de futuros abusos.20 En efecto, al menos en Haití es fácil afir­
m ar que lo correcto es precisamente lo contrario: cada autoam nistía de 
los m ilitares sólo ha íievado a nuevas interrupciones de la democracia 
y a  nuevas atrocidades.21 Esta deferencia a  los líderes dem ocrática­
m ente eiectos. quienes se supone saben mejor que nadie lo que es me­
jo r para su  país, y lo que está por venir, no está garantizada. A media­
dos de los años ochenta eso permitió a Vinicio Cerezo obstaculizar acti­
vam ente cualquier intento de invalidar la vergonzosa autoam nistía con 
que su  predecesor militar dejó el cargo; al térm ino del período de Cere­
zo hubo m ás violaciones de derechos hum anos y mayor im punidad.

Una segunda posición perniciosa en este debate postula que, inclu­
so en un  contexto donde se tra ta  de ajustar las cuentas, la verdad 
siempre es preferible a  la justicia. El colum nista Charles Krautham - 
mer, en parte  basado en las ideas de Zalaquett y presum iblem ente exal­
tando las virtudes de las experiencias chilena y sudafricana, ha  publi­
cado recientem ente una proposición universal, de acuerdo con la cual 
los ‘informes de verdad* deben ser escritos, pero no deben tener lugar 
procesos judiciales.22 Con respecto a  la crisis en Bosnia, algunos ob­
servadores han  propuesto c lausurar los tribunales de crím enes de gue­
rra  y que sean reemplazados por una ‘comisión de la verdad’ basada en 
los modelos de Chile y El Salvadoras

Al afirm ar que el decir la verdad promueve la reconciliación, mien­
tra s  que los procesos judiciales son vengativos, Krautham m er simplifi­
ca los hechos sobre las posiciones adoptadas por los nuevos líderes de­
mocráticos de Chile y por Nelson Mandela. No tom a en cuenta que Chi­
le procesó y encarceló al hombre de confianza de Pinochet, el general

20 José Zalaquett. más cautelosamente, sugiere que en ciertas circunstancias dicha políti­
ca podría ser la m ás adecuada para prevenir este peligro, en State Crines, op. ciL (nota 2).
21 Ken Roth. monografía para un  libro editado por W. Post, de próxima publicación, 1996.
22 Charles Krauthammer. “T ruth. Not Triáis", The Washington Post, 9 de septiembre de
1994.
23 Robert Pastor, del Centro Cárter, citado en “Tlie Nation: Nuremberg Isn't Repeating It- 
selP. The New York Times. 19 de noviembre de 1995; David Forsyth. “The UN and Hu­
m an Rights a t Fifty: An Incremental bu t Incomplete Revolution". Global óouernance 1 
(1995). pp. 297-318.
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Manuel Contreras, y que Mandela ha permitido a la justicia seguir su  
curso en el caso en contra del anterior ministro de la Defensa, general 
M agnus Malan. Ambos hombres, anteriorm ente muy poderosos, están 
o estuvieron detrás de las rejas: ¿Significa que Aylwin, Frei y Mandela 
se han  vuelto vengativos?

Es difícil ver qué podría ganarse a través de otro “informe de la ver­
dad” en los Balcanes, después de que los relatores específicos de las 
Naciones Unidas han docum entado los crím enes muy detalladam ente, 
m ientras que la com unidad internacional prefiere no escuchar. Las Na­
ciones Unidas ya tuvieron una ‘comisión de la verdad1 para la antigua 
Yugoslavia, concretam ente con la comisión encabezada por eJ profesor 
M. Cherif Bassiouni, y que precedió a  Ja creación del tribunal espe­
cial.24 Y a propósito, cada ju ris ta  prominente citado ante las Naciones 
Unidas ha propuesto que el próximo e inevitable paso debe ser hacer 
justicia; Pastor y Forsyth sugieren que ignoremos su s recomendaciones 
hasta  que se forme una comisión que proponga la impunidad.

Es claram ente cierto que un  proceso de responsabilización que des­
cuide o deje de lado la verdad sería inaceptable. Zalaquett llega a  in ­
cluir el pleno conocimiento de la verdad como una de su s ‘condiciones 
de legitimidad’. Una política que resultara en condenas pero sin  una 
plena revelación de Ja verdad (por ejemplo, mediante arreglos extraju- 
dícíales) sería inaceptable... lo cual no equivale a decir que la verdad es 
preferible o superior a la justicia, ni que la justicia tenga que venir pri­
mero.25 Un escenario distinto del anterior, que es poco probable, sería 
un  juicio sin una  discusión a fondo de los hechos, lo cual violaría de 
todas form as el debido proceso. Más im portante aún, presentar la 
cuestión como una  competencia entre la verdad y la justicia equivale a 
ignorar la contribución específica para el conocimiento público de los 
hechos que hacen los procesos judiciales.

En ia posición ejemplificada por Krauthammer, Pastor y Forsyth, la 
verdad en los hechos se presenta como una  alternativa a  la justicia. Sin

2« El Reporte Final de la Comisión de Expertos establecido según Resolución del Conse­
jo de Seguridad No. 780 (1992). S / 1994-674 del 27 de marzo de 1994; Final Report de 
Mr. Tadeusz Mazawiecki, relator especial de Naciones Unidas para la ex Yugoslavia, 
E/CN. 4 /1 9 9 6 /9 . citando 17 reportes periódicos anteriores entre agosto de 1992 y Julio 
de 1995.
25 Véase la polémica (y la confusión en torno a la posición de Aryeh Ncier, que luego acla­
rad en un  intercambio de cartas en The Nation. "Truth. Justice and Impunity", y “Neier 
Replles". 24 de diciembre de 1990. p. 790: y previamente la columna de Neier “Watching 
Rights". del 19 de noviembre de 1990.
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embargo, los mejores ejemplos en cuanto a  la búsqueda de la verdad 
no fueron planteados en su  momento bajo la premisa de que habría in­
m unidad contra los procesos penales. Tanto la Comisión Sábato en la 
Argentina como la Comision Rettig en Chile, omitieron m encionar Jos 
nom bres de los presuntos perpetradores en su s informes finales, pero 
los trasladaron, jun to  con las evidencias relevantes, a  los Tribunales, 
como una  forma de contribuir con la justicia. Si su m andato hubiera 
consistido en m encionar los hechos, como últim a instancia en el pro­
ceso de rcsponsabilización, su s reportes sin nombres hubieran sido re­
cibidos menos favorablemente por el público, puesto que su Verdad* se 
hubiera percibido como preestablecida e incompleta, y no como una 
verdad que perm itiera a los hechos hablar por sí mismos y condujera 
a  donde tuviera que conducir.

El tercer ejercicio en América Latina sobre ‘decir la verdad’ resultó, 
en efecto, la últim a palabra que se escuchó en m ateria de responsabi- 
lización en El Salvador. Los tres ju ris tas  internacionales que formaron 
la Comisión de la Verdad auspiciada por las Naciones Unidas se m ani­
festaron claram ente en contra de la am nistía general que promulgó el 
presidente Alfredo Cristiani inm ediatam ente después de la publicación 
del Informe. Aunque no fue responsabilidad de la Comisión de la Ver­
dad. la am nistía de Cristiani disminuyó mucho el impacto que el Infor­
me hubiera tenido en otras circunstancias en Ja sociedad salvadoreña. 
No obstante, eJ Informe contribuyó, en gran medida, a la paz en el país, 
precisam ente porque no estaba ligado a una am nistía decretada previa­
mente. En contraste, un  Informe de la verdad diseñado como una  al­
ternativa a  la justicia hubiera sido un  ejercicio simbólico, y como tal 
habría estado condenado a ser rápidam ente olvidado por la sociedad a 
la que pretendía servir. Justificadam ente, el público espera que la re­
velación de la verdad sea un paso en dirección a la responsabilización, 
y no una  pobre alternativa.

Esto tampoco significa que deberíamos rechazar las comisiones de 
la verdad, a  menos que haya procesos penales y castigo en el horizon­
te. Como se afirmó anteriorm ente, aunque el castigo se haya tornado 
imposible, ya sea por razones jurídicas o de hecho, el estado aún  m an­
tiene la obligación de investigar y revelar los hechos, y de responsabi­
lizarse de los abusos cometidos en su nombre. Pero la situación difiere 
de cuando los gobiernos avalan la im punidad y luego, como un gesto 
de lástim a hacia las víctimas, les dan un informe a cambio, y esperan 
que todo quede rápidam ente olvidado.

Cuando los que proponen la verdad como posición alternativa, men-
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clona Zalaquett, tergiversan su punto de vista. Zalaquett ha estado fre­
cuentem ente de acuerdo con que los crím enes de lesa hum anidad con­
llevan la obligación de castigarlos, aun  cuando argum enta que el con­
cepto necesita ser profundizado.26 Él nunca ha sugerido que los es ta­
dos no deban castigar cuando pueden hacerlo, sino que no podemos 
esperar un  alto grado de cumplimiento en esa materia. Incluso ha  elo­
giado al presidente Aylwin por no am pliar el ámbito de la im punidad en 
Chile, en contraste con las leyes de seudo-am nistía aprobadas por los 
gobiernos democráticos de la Argentina y el Uruguay.27

Sin embargo, sería un  error asum ir que K rautham m er y los otros 
sim plem ente no han leído cuidadosam ente a Zalaquett. Sus artículos a 
favor de decir la verdad en lugar de la justicia reflejan escepticismo so­
bre la conveniencia de promover procesos penales. Su  insistencia en 
que los líderes que enfrentan un  legado de violaciones a  los derechos 
hum anos se guíen por una ética de responsabilidad refuerza esa im pre­
sión.28 Zalaquett cita a  Max Weber sobre la necesidad de seguir una  éti­
ca de responsabilidad, en contraposición a una ética de convicciones 
(también traducida como una ética de los fin es  últimosJ.29 No está cla­
ro en realidad qué aporte hace esta distinción al debate, puesto que 
-según lo adm ite el mismo Zalaquett- Weber reconoce que así como 
una  ética de responsabilidad no implica falta de convicción, tampoco 
una  ética de convicción implica falta de responsabilidad.

Max Weber ha  hecho u n a  grandísim a contribución a  la sociología 
m oderna, pero esta  incursión en la filosofía moral que cita Zalaquett es 
m enos convincente. El que cada persona deba actuar responsablem en­
te (en el sentido de medir los posibles resultados de su s propias accio­
nes, aunque no sean los deseados) no dice m ucho sobre la moralidad 
o inm oralidad intrínseca de estas acciones. En efecto, induce a juzgar­
las, exclusivamente, por su s  potenciales resultados indeseables y no 
por los propósitos o significados de la conducta hum ana. En este sen­
tido, la dicotomía de Weber lo ubica en la línea de la filosofía conse-

26 State Criines. op. cit. (nota 2).
27 Dealing wtth the Past. op. cit. (nota 18). p. 105.
28 José Zalaquett. “Balar.clng Ethical Imperatives and Political Constraints: The Dilem- 
m a of New Democracies Confronting Past Human Rights Violations". Hastings Law Jour­
nal. vol. 43. No. 6. agosto de 1992, pp. 1.425-1.438.
29 José Zalaquett, “Balancing Ethical Imperatives and Political Constraints: The Dilem- 
m a of New Democracies Confronting Past Human Rights Violations". Hastings Law Jour­
nal. citado.
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cuencialista, cada vez m ás cuestionada. Para ser m ás precisos, aplicar 
la ética de la responsabilidad al presente tema significa que si se va de­
masiado lejos sin la responsabilización, se corre el riesgo de que los 
enemigos de la justicia (quienes aún  conservan algún poder) puedan de 
nuevo in terrum pir el proceso democrático y volver a las políticas de vio­
laciones de los derechos hum anos. Ello puede muy bien ser cierto, pe­
ro un  análisis basado en la ética de la responsabiJicíad achaca in justa­
m ente a fuerzas dem ocráticas bien intencionadas las probables conse­
cuencias negativas, las cuales son el resultado de la conducta de otros 
actores, y sólo en forma secundaria (si acaso) de las fuerzas demo­
cráticas.

Es fácil e s ta r de acuerdo en que urgir a  los líderes a  ac tuar precipi­
tada e irresponsablem ente no tiene sentido. Insistir en un castigo sin 
eJ debido proceso, por ejemplo, sería irresponsable, no por las posibles 
consecuencias (por ejemplo, las reacciones de los enemigos de la demo­
cracia), sino porque la búsqueda de la justicia abandonaría así su s m ás 
altos principios morales. En la ausencia de obstáculos legales insupe­
rables para iniciar procesos legales, el problema yace en establecer los 
límites de lo que se puede alcanzar, dadas las particularidades de cada 
transición. Presionar a los líderes para que sean an tes que nada “res­
ponsables” parece que deja una gran puerta abierta para las excusas 
para la inacción, y para aceptar el statu quo de la im punidad ante vio­
laciones flagrantes. Peor aún, transm ite el mensaje de que es sum a­
mente ético gobernar cediendo al evidente chantaje de las poderosas 
fuerzas antidem ocráticas.

En particular, establecer un  patrón universal de liderazgo responsa­
ble sin  insistir sim ultáneam ente en el derecho que se debe reconocer a 
las víctimas conduce a  asum ir que los procesos penales son desestabi­
lizadores por naturaleza, m ientras que el informe de una Comisión de 
la Verdad será, presumiblemente, mejor asimilado por los enemigos de 
la democracia. La experiencia m uestra, sin embargo, que éstos están, 
probablemente, tan  preocupados por la posibilidad de que la verdad se 
revele, como Jo están  por la am enaza de que algunos de ellos tengan 
que afrontar procesos judiciales. Lo mejor sería que abogáram os con 
firmeza por las obligaciones que se tienen para con las víctimas y la so­
ciedad, y luego analizáram os cuidadosamente, y de una  m anera parti­
cularizada, qué se puede hacer, y qué sería irresponsable intentar.

Poner énfasis en las limitaciones, en vez de hacerlo sobre las posi­
bilidades. tam bién equivale a asum ir que cualquier cosa que se haga 
es lo mejor que podía hacerse bajo esas circunstancias. Aunque cada
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transición es definitivamente distinta, ello no es suficiente para expli­
car la am plia brecha que existe entre el grado de responsabilización 
que fue alcanzado en la Argentina, comparado por ejemplo con el del 
Uruguay o el Brasil. Hay que incorporar el factor del compromiso rela­
tivo de los distin tos líderes políticos con los valores de los derechos h u ­
m anos y con el estado de derecho, así como con la diversa capacidad 
del movimiento pro-derechos hum anos (interno e internacional) para 
introducir su  agenda dentro del debate nacional. Líderes democráticos 
muy respetados, como Julio Sanguinetti y Wilson Ferreira del U ru­
guay, por ejemplo, podrían afirm ar que actuaron responsablem ente 
cuando prestaron  su apoyo a una política de im punidad, cediendo al 
chantaje de los militares uruguayos.30 En retrospectiva, pudo haber si­
do útil que Sanguinetti y Ferreira escucharan una  voz m ás fuerte de la 
com unidad internacional apoyando los esfuerzos de las víctimas u ru ­
guayas y de Ja com unidad pro-derechos hum anos por restablecer la 
justicia.

Indudablemente, insistir en procesos judiciales en presencia de un 
im portante obstáculo legal, como la preexistencia de una ley de am nis­
tía que haya adquirido plena vigencia, sería irresponsable porque su b ­
vertiría el estado de derecho que nosotros mismos proclamamos, y por­
que violaría el principio fundam ental de nullum crimen nulla poena si- 
ne lege (no hay delito ni pena sin ley anterior). Defender las am nistías 
concedidas por autoridades democráticas es algo completamente dife­
rente. En el caso de Chile, uno puede aceptar las limitaciones objetivas 
que el retiro obligatorio de Pinochet impuso al nuevo gobierno, sin per­
juicio de criticar la autoam nistía de 1978 como un acto vergonzoso. 
Hay que reconocer el mérito de que, aun  con dichas limitaciones obje­

30 En el Uruguay los militares permitieron la transición sólo después de que un  pacto se­
creto impidiera a Ferreira presentarse para la presidencia, y en el que los principales lí­
deres políticos se comprometieron a  no investigar las violaciones a los derechos hum a­
nos. Cuando las presiones sociales forzaron la intervención judicial, el gobierno de San- 
gulnetti introdujo la Ley de Caducidad de la Pretensión Punitiva del Estado, prácticam en­
te equivalente a  una  am nistia general. Los grupos pro-derechos hum anos organizaron 
una  cam paña a favor de convocar a un plebiscito para revocar dicha ley. Sanguinetti apo­
yó abiertam ente la vigencia de la ley. argum entando que un  golpe de estado era inevita­
ble, y efectivamente convocando a los uruguayos a elegir entre justicia y democracia. La 
petición de revocatoria fue denotada por un  estrecho margen. Véase Cynthia Brown y Ro- 
bert K. Goldman, “Challenging Impunity: The Ley de Caducidad’ y Referendum Campaign 
in Uruguay”, Ainericas Watch. Nueva York. 1989: Lawrence Weschler. A Miracle. A Univer- 
se, Nueva York, Pantheon. 1990.
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tivas, la sociedad chilena haya logrado un alto grado de responsabiliza- 
ción, pero no hay por qué exagerar ni convertir una necesidad en una 
virtud.

Una concepción errada muy frecuente en este debate es que los pro­
cesos penales son por definición adversos a la paz y a Ja reconciliación. 
El Protocolo II de las Convenciones de Ginebra (aplicable a los conflic­
tos internos de naturaleza particularm ente intensa) en realidad pro­
mueve am plias y generosas am nistías m utuas para poner fin al conflic­
to. Pero esa am nistía se refiere a los delitos de sedición o rebelión, y a 
violaciones relativamente m enores del derecho de guerra por parte de 
las fuerzas gubernam entales. No está destinada a fomentar la im puni­
dad para ataques contra civiles o para serios crím enes contra, la vida y 
la integridad de la persona del adversario. Para violaciones graves al de­
recho de la guerra, por el contrario, existe una clara obligación de cas­
tigar.3*1 independientem ente de si se trata  o no de una obligación legal 
de carácter vinculante, está claro que la am enaza de la persecución pe­
nal puede ser un  factor definitivo para desalentar a los actores del con­
flicto arm ado a seguir recurriendo a la violencia. Sin embargo, no se de­
duce necesariam ente que una am nistía general para am bos Jados sea 
la única forma de actuar en interés de la paz. En efecto, hay argum en­
tos de m ucho peso para afirm ar que una paz duradera sólo es posible 
cuando se ha alcanzado a  través de un proceso que enfrente cuidado­
sa y honestam ente las violaciones a los derechos hum anos y al derecho 
de la guerra, cometidas por todos los bandos.

Que el objeto de todo el proceso sea obtener la reconciliación en so­
ciedades desgarradas por el conflicto debería estar fuera de discusión. 
D esafortunadam ente, los movimiento pro-derechos hum anos han sido 
reacios a adoptar la reconciliación como meta, quizás porque la pala­
bra  ha adquirido una connotación negativa en la forma en que ha sido 
utilizada por los partidarios de la impunidad. El resultado, en cualquier 
caso, es que las organizaciones de derechos hum anos han sido tilda­
das de enemigas de la reconciliación y acusadas de poner obstáculos a 
la superación del pasado. Por el contrario, las organizaciones de dere­
chos hum anos deberían introducir la reconciliación en su agenda, in­
sistiendo en su  verdadero significado. En primer lugar, la verdadera re­

31 Articulo 146. IV Convención de Ginebra Relacionada con la Protección de los Civiles 
en Tiempo de Guerra. 12 de agosto de 1949. Como se afirmó anteriorm ente (véase texto 
adjunto en nota 12) esta norma, aplicable sólo a conflictos internacionales, ha sido ex­
tendida tam bién a las guerras civiles.
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conciliación no puede imponerse por decreto; tiene que construirse en 
la mente y el corazón de todos los miembros de la sociedad, a  través de 
un  proceso que reconozca el valor y la dignidad de cada ser hum ano. 
En segundo lugar, la reconciliación requiere del conocimiento de los he­
chos. No se puede dem andar (ni esperar) el perdón a menos que quien 
debe perdonar sepa exactam ente qué es lo que está perdonando. Ter­
cero, la reconciliación sólo puede venir después del arrepentim iento. 
Exigir que las víctimas perdonen sin ofrecer a cambio un gesto de con­
trición o sin reconocer que se ha obrado incorrectam ente es como añ a ­
dir mayor vileza a  los crím enes del pasado.

Una últim a objeción contra los procesos penales es que éstos no tie­
nen la posibilidad de abarcar todas las posibles violaciones, o de juzgar 
a  cada uno de los perpetradores. Esta inevitable selectividad, se dice, 
desacredita el esfuerzo porque instantáneam ente sugiere la posibilidad 
de discriminación y favoritismo.32 El riesgo de la selectividad está 
igualm ente presente en los ejercicios de decir la verdad, aunque esto no 
parccc im portar a  los partidarios de los informes de la verdad como al­
ternativas a la justicia. La selectividad es ciertam ente inevitable, pero 
tam bién es parte de las reglas del juego de los procesos judiciales, Nin­
gún sistem a de justicia en el m undo pretende que se sancionen a  to­
dos y cada uno de los casos de conducta antinormativa. En este tipo de 
procesos hay un  factor autoselectivo inicial que consiste en que. en 
m uchos de los casos, simplemente no habrá evidencias suficientes pa­
ra iniciar juicios. Si la consigna fuera condenar y castigar a  todos los 
perpetradores sin considerar las evidencias, estos juicios no serían 
congruentes con el estado de derecho. Se pueden perder casos por fal­
ta de pruebas, y se deben perder si se violan las garantías para un  ju i­
cio justo; este elemento de incertidumbre, y especialmente el hecho de 
que los acusados tienen la oportunidad de ganar, es lo que distingue a 
los juicios ju s to s  de la falsa justicia .33 Es más. una  cierta selección b a ­
sada en el grado de culpabilidad no sólo es necesaria, sino tam bién le­
gítima. No hay nada negativo en la selectividad, siempre y cuando las 
reglas sean claras y no discriminen sobre la base de una categoría pro­

32 Conferencia David Forsyth. “Legal Justice for Human Rights Violations: A Political 
Analysis". Kroc Institute for International Peace. Universidad de Notre Dame. 5 de febre­
ro de 1996.
33 Sobre la legitimidad normativa que se deriva de la incertidumbre en los juicios, véase 
Mark J . Osiel. “Ever Again: Legal Remembrance of Administrative Massacre". U. Penn. L. 
Rev.. vol. 144. No. 2. diciembre de 1995, p. 680.
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hibida.34 Estas reglas tam bién deberían ser razonables y claras para el 
público y no su jetas a cambios para favorecer las necesidades políticas 
del momento o para aliviar presiones sobre los líderes democráticos.35 
En este punto  hay considerables consensos entre activistas de dere­
chos hum anos, en el sentido de que los procesos deben empezar, si es 
posible desde lo m ás alto, sin permitir apelar a la obediencia como de­
fensa cuando haya existido una clara oportunidad de resistir a  estas 
órdenes inmorales.

6. Justificación  moral para los procesos penales

Estas ideas no significan establecer, en absoluto, preferencia por los 
procesos penales sobre los ejercicios de decir la verdad, ni sobre cua­
lesquiera de los otros dos deberes mencionados anteriorm ente. Como 
se estableció al inicio, las cuatro obligaciones deben ser asum idas por 
el estado, y cum plidas de acuerdo con su s  mejores posibilidades. No 
obstante, estas ideas definitivamente pretenden objetar un razona­
miento que hace aparecer a  la decisión de procesar penalm ente como 
menos favorable. No hay duda de que los procesamientos son la elec­
ción m ás difícil entre las cuatro opciones, y deben por lo tanto estar 
plenam ente justificados en térm inos morales.

34 ICCPR. art. 26.
35 En este punto  estoy en desacuerdo con José Zalaquett y Aryeh Neier sobre qué fue lo 
que salió mal en la Argentina. Zalaquett cree que la administración de Alfonsín fue ini­
cialmente dem asiado lejos (y presumiblemente actuó bajo una ética de convicción, no de 
responsabilidad) y fue forzada por las circunstancias a volver a trás (véase "See Deaiing 
with the Past". op. cit., nota 18, pp. 15, 39. 861 Símííarmente. Neier escribe que. en re­
trospectiva. hubiera sido mejor que la Argentina limitara las persecuciones a los altos co­
m andantes y paralelam ente publicara los crímenes cometidos por oficiales de menor ran ­
go. y no que in tentara procesar a otros perpetradores en niveles inferiores de la cadena 
de mando, arriesgándose a provocar las revueltas militares que a la larga forzaron al go­
bierno de Alfonsín a dar m archa a trás (Aryeh Neier. "What Should be Done about the 
Guilty?". The New York Review ofBooks. 1 de febrero de 1990). El apoyo para Jos proce­
sos judiciales y el castigo efectivo aum entaba con cada paso que se tomaba en dirección 
a la responsabilizacíón, y con cada objeción estruendosa de los militares. No había ba­
ses legales o morales para restringir los procesos a los altos oficiales sin violar el princi­
pio de que la obediencia a las órdenes no es una defensa en estos crímenes. Decidir si en 
cada caso había o no capacidad para resistirse a cum plir órdenes manifiestamente ilegí­
tim as es un  asunto  que debía haberse dejado a los jueces, sobre la base de un  análisis 
caso por caso. Finalmente, definitivamente había presiones militares pero el país había 
dem ostrado capacidad para resistirlas.
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En este sentido, una posición que justifique el procesam iento exclu­
sivam ente por su s  propósitos disuasivos no constituye base suficiente 
para fundam entar procesos judiciales. Como Aryeh Neier ha dicho re­
petidam ente, la disuasión de fu turas violaciones no es una base con­
fiable para el castigo, puesto que no podemos predecir la conducta fu­
tu ra  de los actores relevantes. Las sociedades sólo pueden esperar que 
el castigo disuada al transgresor, así como a otros potenciales ofenso­
res, pero nunca pueden asum ir que así ocurrirá. Si justificadam ente 
criticamos el dogma que considera a priori que la pena de m uerte es un 
efectivo agente disuasivo para el crimen, cuando la información es ta ­
dística m uestra lo contrario, no podemos afirm ar así de fácil que la per­
secución y el castigo de los crím enes de estado prevendrán fu tu ras vio­
laciones por los mismos o por otros actores estatales. En algunas si­
tuaciones específicas es posible m ostrar que una política de im punidad 
a  través de repetidas leyes de am nistía, o simplemente por rehusarse 
de facto a investigar los crím enes cometidos por las fuerzas de seguri­
dad, da como resultado un impulso a nuevas violaciones de los dere­
chos hum anos.36 Pero la afirmación opuesta no es necesariam ente 
cierta. Y bien podría ser cierto que, en una situación dada, una  políti­
ca que favorezca el perdón fuera la mejor para evitar la recurrencia de 
violaciones graves; pero esa proposición tampoco puede ser categórica­
mente probada.

Ju n to  a la disuasión, la retribución es el otro objetivo tradicional­
m ente asignado al castigo criminal. Para ios propósitos de este ensayo, 
parece innecesario adherirse a  una u otra teoría de\ castigo. Provisio­
nalm ente, sin embargo, puede decirse que la disuasión por sí sola no 
parece explicar por qué las sociedades sancionan, si bien el efecto di­
suasivo debe ser el resultado a  que la sociedad aspira cada vez que se 
aplica una  sanción penal. I-as sociedades castigan a crim inales en al­
gunas situaciones en donde la reincidencia es improbable, y donde el 
efecto disuasivo sobre la conducta de otros no es demostrable.

Que la m oderna ciencia penal busca la rehabilitación del reo tam po­

36 Ken Roth. op. cít. foota 22): Cynthia Brown. Peni underFire. Yale University Press, "Hu­
m an Rights Watch Books". 1992, p. 11: Carlos Chlpoco y Ju a n  E. Méndez, Tolerancia 
fren te  a  los abusos: Violaciones a  los derechos humanos en el Perú. Americas Watch y Co­
misión Andina de Ju ristas. Lima, octubre de 1988. pp. 7-9: Cynthia Arnson y Robin Kirk, 
S tate o f War: Political Violence and Counterinsurgency in Colombia. Human Rights Wat- 
ch/Arnericas. Nueva York. 1993, pp. 16-28: Ju a n  E. Méndez. The Killings in Colombia, 
Americas Watch. Nueva York. 1989. p. 2.
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co es contradictorio con una teoría del castigo que reconozca un  espa­
cio para la retribución, puesto que la rehabilitación es el objeto de la 
sanción, no la razón por la cual el comportamiento es penalizado. En 
cualquier caso, la retribución no debe necesariamente ser vista como 
una  política de venganza. En su  forma m ás pura, la retribución simple­
mente dice que la sociedad no tolera el comportamiento que quebran­
ta ias reglas. Y esto es aún  m ás im portante cuando esas reglas prote­
gen al inocente y al indefenso. Una teoría actualizada de la sanción, por 
lo tanto, se centra en la víctima, en la necesidad de corregir el daño in­
fligido: las sociedades castigan porque esto expresa a la víctima que su 
situación no pasa desapercibida,37 Y. adem ás, no se tra ta  de un  in ten­
to de resucitar la teoría de los ‘derechos de las víctimas’ que, en los Es­
tados Unidos, es a menudo usada por los políticos para imponer con­
denas m ínim as obligatorias, incluyendo la cadena perpetua y la pena 
capital, para lim itar la discreción de los jueces al imponer penas, y al­
gunas veces hasta  para justificar la remoción de un fiscai porque su 
dureza’ no responde a la que el político requiere.38

Las víctimas no tienen el derecho a determ inada forma o cantidad 
de pena, pero él tiene el derecho a  ver que se haga justicia a través de 
un  proceso. Por lo tanto, la preocupación de Zalaquett en el sentido de 
que las víctimas no deben tener poder de veto sobre cómo la sociedad 
decide castigar es errónea: las mayorías no tienen derecho a decir a las 
víctimas que su s  casos serán  olvidados en aras de un  ‘bien’ superior. 
Las víctimas tienen derecho a un proceso que les restaure comple­
tam ente el goce de su s derechos y la dignidad y valor que la sociedad 
Jes debe a  cada uno de su s miembros. La clemencia, si es procedente, 
sólo puede venir después de que este proceso haya sido plenamente 
cumplido.

Una justificación moral para el castigo que ha sido ofrecida en  la Ar­
gentina es probablem ente una variante de la teoría de la justicia retri­
butiva, pero es especialmente atractiva en este contexto. Sostiene que 
cuando se tra ta  de tortura, asesinatos y desapariciones, las sociedades 
deben castigar estos actos por respeto a la norm a que prohíbe dichas 
conductas. No sólo es un  problema de restablecer el estado de derecho, 
ni de hacerlo porque el imperio de la ley protege al individuo contra

37 Aryeh Neier, en Deciling with the Past, p. 99: "What Should Be Done...", p. 34.
38 Rachel L. Swarns, "A Killing in the Bronx: The Overview; Governor Removes Bronx Pro- 
secutor from Murder Case". The New York Times. 22 de marzo de 1996.
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otras fuerzas de \a sociedad. Es el alto valor que atribuim os a  estas nor­
m as en particular (por ejemplo, a la prohibición de la tortura, los ase ­
sinatos auspiciados por el estado y las desapariciones) lo que genera la 
obligación de castigarlas.39 En países que luchan por salir de las dic­
tad u ras  y el autoritarism o, este argum ento parece decir mucho sobre 
la nueva sociedad que el pueblo está tratando de establecer. En estos 
casos, por lo tanto, castigam os la tortura, el asesinato y las desapari­
ciones porque querem os trazar una  m arcada ‘línea divisoria' respecto 
al pasado: a  partir de ahora ya no habrá m ás acusados privilegiados, 
el sufrimiento de las víctimas no será ignorado, y el abuso de poder se­
rá  vigilado.40

Un argum ento final a favor de los procesos penales es que éstos son 
la forma m ás efectiva de separar la responsabilidad colectiva de la res­
ponsabilidad individual, y de remover el estigma que los crím enes his­
tóricos hacen recaer sobre miembros inocentes de una com unidad, que 
son colectivamente culpados por las atrocidades cometidas contra 
o tras com unidades. Un elocuente argum ento al respecto fue hecho re­
cientem ente por el juez Richard Goldstone, el fiscal general de los tri­
bunales criminales internacionales para la antigua Yugoslavia y R uan­
da.41 El argum ento es especialm ente apropiado a la necesidad de que­
b rar el ciclo de la violencia étnica, porque los procesos judiciales per­
mitirían a las com unidades victimizadas distinguir entre los miembros 
ordinarios de grupos rivales y los individuos que m anipularon sus mie­
dos con fines políticos. También se aplica, mutalis mutandi, a países 
donde los abusos no estuvieron vinculados a  cuestiones étnicas. En la 
Argentina, por ejemplo, la población civil podría estar hoy en día m ás 
reconciliada con las fuerzas arm adas dem ocráticas si las seudoamnis- 
tías no hubieran permitido a una relativa minoría de oficiales, muy cul­
pables. b uscar refugio en un esprit de corps mal entendido. En cambio, 
conforme sucedieron las cosas, les está tom ando un  largo tiempo a los 
argentinos reconocer que fue una  pandilla de asesinos uniform ados, y

39 Marcelo Sancinetti. Los derechos humanos en la Argentina post dictatorial Buenos Ai­
res. Lerner Editores Asociados. 1988.
40 Soy consciente de que la linea divisoria es una analogía usada por el ex primer minis- 
i t o  polaco Mazowiecki y por Adam Michnik, en apoyo de una  política de no procesar a los 
líderes del antiguo régimen com unista. Uso aquí esa analogía sin ningún sentido irónico.
41 Véase Lawrence Weschler, "Inventing Peace". The New Yorker. 20 de noviembre de
1995. Un argum ento similar es ofrecido por Kenneth Roth en un  ensayo introductorio de 
Human Rights Watch. "Worid Report 1996". Nueva York, diciembre de 1995. p. xv.
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no necesariam ente las fuerzas arm adas como tales, las que cometieron 
las m asacres de los años setenta.

7. Procesos judiciales y  memoria

Aun desde la perspectiva de que la m eta principal sea decir la verdad, 
cuando los asesinos se aferran al silencio y a la negación, no parece 
evidente que el informe de u n a  comisión de la verdad sea m ás efectivo 
que los procesos judiciales. Hay dos claras ventajas de las comisiones 
de verdad a  este respecto: una es la concentración del esfuerzo en un 
tiempo limitado y la capacidad de ensam blar la información desde 
fuentes diversas; la otra es el proceso mismo que usualm ente se es ta ­
blece, en esas comisiones, por medio deJ cual las víctimas y su s fami­
liares son ‘escuchados* y respetados en su dignidad, de un  modo en 
que no lo habían sido antes. En contraste, los Tribunales, necesaria­
mente, deben tra ta r los casos en etapas definidas, tra ta r a las victimas 
en forma m ás o menos neutral como testigos, y están  limitados en la 
recolección de evidencia -y  aun  en su  análisis- por reglas m ás estric­
ta s  de adm isibilidad.42 Pero estas ventajas comparativas en favor de las 
comisiones de verdad presuponen que el ejercicio sea conducido en for­
m a creativa, de buena fe, y  con el tiempo y recursos adecuados, lo cual 
no siempre es el caso.

Por su  parte, los juicios ofrecen sus propias ventajas a la hora de 
promover la verdad y el reconocimiento. La figura de dos adversarios 
formales, con la capacidad de competir con iguales arm as en el es ta ­
blecimiento de la verdad, y confrontar y exam inar la evidencia del opo­
nente, resu lta  en un  veredicto del que es difícil dudar. No hay, por cier­
to, infalibilidad en el tratam iento judicial de la evidencia, pero la ver­
dad así establecida tiene una calidad ‘probada’ que la hace m ás que 
persuasiva. Esto obviamente presupone garantizar juicios ju stos, pero,

42 Esta comparación es sólo genera): sin  peijuicio del derecho de los acusados a un ju i­
cio justo . eJ poder judicial argentino Juzgó sim ultáneam ente una multiplicidad de actos 
criminales. Invariablemente, las victimas que fueron escuchadas corno testigos en estos 
procesos dijeron que se sintieron reivindicados por el proceso mismo. En el famoso ju i­
cio de Paul Touvier versus Francia, los hijos de las victimas de la era Nazi sintieron lo 
mismo (Mark Osicl, op. cit.. nota 341, p. 704, citando Le Monde. 10 de abril de 1994). 
Además /as comisiones de la verdad pueden ser m ás receptivas hacia las victimas, pero, 
para m antener la credibilidad, tienen que m antenerse a si m ism as un tanto separadas 
de las historias que escuchan.
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como se estableció al principio, deberíamos de todas formas rechazar 
cualquier esfuerzo que no cum pla con este requisito.

Los procesos judiciales contribuyen a la verdad, sin embargo, sólo si 
son usados para su verdadero propósito. Cualquier intento de conver­
tirlos en juicios 'históricos* o en instrum entos para ‘resolver* u n  largo 
conflicto político, social o ideológico, corre el riesgo de fallar en dos a s ­
pectos: puede resu ltar en una burla de la justicia, así como en una ver­
dad  im aginaria o insatisfactoria. Con el fin de servir a los propósitos de 
la verdad, una corte debe observar estrictam ente las garantías de debi­
do proceso, conducir su s análisis de acuerdo con los principios de la 
ley penal y poner el acento en la responsabilidad individual de la con­
ducta de cada persona. La estricta adherencia a  los principios de la res­
ponsabilidad penal no excluye la posibilidad de condenas basadas en 
las teorías de la responsabilidad del mando, del dominio del hecho e in­
cluso de la conspiración, siempre y cuando cada elemento del crimen 
sea escrupulosam ente establecido en la evidencia. Pero sí excluye el 
castigo de formas de colaboración, adulación y apoyo, que pueden ser 
m oralmente despreciables, pero no ilegales en el momento en que tu ­
vieron lugar. Se deduce que un intento por hacer un “ajuste de cuen­
tas" histórico puede acarrear u n  sesgo de la justicia.43 Para citar a otro 
au tor de importancia:

Así como la fe corresponde a la iglesia, la educación histórica corresponde 
a la escuela. Cuando las cortes son utilizadas para dar lecciones de histo­
ria. el riesgo de montar juicios-espectáculo no está lejos. Puede que los jui­
cios-espectáculo sirvan bien a propósitos políticos... pero dichos propósitos 
no necesariamente contribuyen a la verdad.44

En efecto, no tiene sentido tra tar de poner fin a una disputa sobre 
la historia a través de procesos judiciales o de cualquier otra m anera, 
porque la historia no puede ser ‘oficialmente’ escrita de un modo tal 
que no haya m ás diferencias en su interpretación. A lo más que pode­
mos asp irar es a establecer correctamente los hechos, para que la dis­
cusión acerca de su significado pueda ir tan lejos como sea necesario. 
Mark Osiel argum enta que los procesos judiciales pueden a  pesar de

43 Véase la perspicaz y bien docum entada visión del tema por Mark J . Osiel. op cit. (no­
ta  341.
44 Ian Burum a. The Wages o f  GuÜt: Memories o f War (n Germany and Jopan. Farrar 
S traus Giroux. 1994. p. 142.
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todo ser de gran ayuda en caso de desacuerdos persistentes, al tras la ­
dar el conflicto fuera del ámbito de la violencia y mantenerlo dentro de 
límites no letales. Esta aproximación, que Osiel llama liberal, se distin­
gue de la creencia de D urkheim  de que los juicios criminales pueden 
obtener consensos sobre aspectos morales, así como de la visión pos­
m oderna que afirm a que cualquier acuerdo es por definición imposible. 
El mérito del enfoque liberal de Osiel es que inspira respeto entre los 
adversarios y promueve la solidaridad social, puesto que todas las par­
tes aceptan las regias a través de las cuales se establecerán los hechos 
y  determ inarán responsabilidades. También permite que el desacuerdo 
se desarrolle sobre la base de una serie de hechos plenam ente estable­
cidos y confronta a quienes tienen algo que esconder con la evidencia 
que ellos mismos han tratado de evitar que salga a luz.45

8. Principios universales y diferentes soluciones

Los problem as de la transición en Europa del Este y su propio legado 
de violaciones a los derechos hum anos durante la era com unista son 
claram ente diferenciables de los de América Latina. Las características 
m ás destacadas de la represión en Latinoamérica fueron las ejecucio­
nes extrajudiciales, las desapariciones y  Ja tortura a lo largo de un pe­
ríodo relativamente corto, pero trágico, en la vida de cada país. Para to­
dos estos actos, es relativamente sencillo destacar un núm ero m aneja­
ble de víctimas y, m ás im portante aún, identificar a los ejecutores, ins­
tigadores y au tores intelectuales. En contraste, la represión en Europa 
del Este duró num erosas generaciones; impuso un  exhaustivo control 
social a través de redes de información y vigilancia y asfixió a Jos disi­
dentes a  través del ostracism o profesional y  social, pero muy rara  vez 
llegó a a ten tar contra los derechos a la vida y a  la integridad física.46 
En semejante contexto, la responsabilidad penal es m ás difícil de es ta­
blecer, puesto que estas acciones no eran ilegales según las leyes en­
tonces vigentes, y la responsabilidad moral se percibe como algo com­
partido por grandes segmentos de la población. Por esta razón, los ac­
tivistas de derechos hum anos de esos países han estado m ás a favor de

45 Mark Osiel. op. cit. (nota 34). p. 503.
46 Una dram ática excepción a esta generalización la constituyen las m asacres de cam pe­
sinos a gran escala en la Unión Soviética, bajo Stalin.
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la memoria que del castigo.47 Sudáfrica es el último país que se ha em ­
barcado en un ambicioso programa de verdad y reconciliación como 
parte de su  propio esfuerzo por dejar a trás  el apartheid. Aparentem en­
te, la represión en Sudáfrica combinó las peores características encon­
tradas en América Latina y en Europa del Este, lo que hacc aún  más 
complejos los problem as de \a responsabilización.

No obstante, las cuatro obligaciones delineadas anteriorm ente son 
universalm ente aplicables dentro de las condiciones de legitimidad que 
ya se discutieron. En prim er lugar, la obligación de castigar que se ha 
sostenido aquí se aplica a violaciones tan  serias que pueden calificarse 
como crím enes contra la hum anidad, y no a  actos de vigilancia d isua­
siva, limitaciones a  la libre expresión y asociación, detenciones arb itra­
rias temporales, negación del debido proceso y supresión de la libertad 
religiosa. Para este tipo de violaciones, no obstante, un sano interés por 
las victimas requiere que la verdad se sepa y se reconozca. El derecho 
a la reparación y la obligación de depurar de criminales a las fuerzas 
de seguridad tam bién son aplicables.

Puesto que debemos insistir en el escrupuloso respeto al debido proce­
so, las leyes puríficadoras (“lustration'’ laws), que se han aplicado en dis­
tintas modalidades en Europa del Este casi siempre constituyen un casti­
go sin juicio justo, y por lo tanto merecen el más firme rechazo. Por otro 
lado, Europa del Este debería ser alentada a encontrar vías para que toda 
la verdad se conozca y haga pública, sin producir consecuencias adversas 
para individuos que no tengan oportunidad de defenderse en un juicio. Los 
archivos de los servicios de seguridad deben hacerse accesibles al público; 
el error es atribuir efectos jurídicos a  su contenido sin mayores cuestiona- 
mientos, sobre si se ajustan o no a la verdad. Un proceso que permita a 
los individuos dem ostrar la falsedad de la información sustantiva conteni­
da en dichos archivos debe incorporarse a la decisión de hacerlos públi­
cos. La democracia y el estado de derecho exigen que los archivos del es­
tado no sigan siendo secretos; su revelación, de hecho, contribuirá a los 
propósitos de la verdad y la reconciliación, siempre y cuando se haga guar­
dando el equilibrio con el respeto a los derechos a  la privacidad y a la hon­
ra de los individuos que se vean estigmatizados por su publicación.

*7 Véase el enfoque de la organización llamada "Memorial" y del líder de los derechos h u ­
manos. Sergei Kovalyov, citados por Aryeh Neier. “What Should Be Done...", op. cit. (no­
ta 38). En algunos casos, las objeciones penales se han extendido a todas las formas de 
responsabilizaron. supuestam ente porque ellas no conducirían a la conciliación; véase 
Wiktor Osyatinski. en Dealiny with the Past. op. c it (nota 18). pp. 59- 03.
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Asimismo, debemos criticar los intentos de procesar bajo principios 
artificiales lo que era legal o no de acuerdo con la legislación vigente en 
el momento de los hechos. Y debemos condenar con igual firmeza los 
intentos por castigar a los pequeños engranajes en la m áquina de la re­
presión. m ientras se permite que los autores intelectuales y principa­
les ejecutores sigan libres.48 Las limitaciones y peligros de utilizar los 
Tribunales para resolver diferencias históricas se pueden aplicar muy 
bien a ciertas contorsiones legales que caracterizan a algunos intentos 
cumplidos en Alemania de castigar violaciones a  los derechos hum anos 
cometidas por funcionarios del Este.49 Pero estos pasos en fa lso  no in­
validan los intentos de responsabilización en Europa del Este, ni ju s ti­
fican la preferencia de m uchos por barrer con el pasado reciente y es­
conderlo bajo la alfombra. Particularm ente, el decir la verdad, las repa­
raciones integrales, depurar las fuerzas de seguridad de crim ínales ple­
nam ente identificados, son medidas que deberían tener lugar haya o no 
procesos penales; y para violaciones a los derechos hum anos particu­
larm ente graves, como el asesinato del Padre Popieluzko, después de 
u n  juicio ju sto , corresponden el procesamiento y el castigo.

9. Conclusión

Los partidarios de la responsabilización han  ganado mucho terreno en 
los últimos doce años. El tem a está firmemente instalado en la agenda 
de los principales desafíos de nuestros tiempos. Pero aún  hay que en­
frentar algunas batallas ideológicas, especialmente para superar la fal­
ta  de creatividad y de visión que a  menudo se tra ta  de hacer pasar co­
mo prudencia y  realpolitik. Como en el pasado, no es suficiente insistir 
en los principios morales. Debemos reconocer las limitaciones políticas 
al mismo tiempo que insistim os en verlas desde un punto de vista ob­
jetivo y libre de ideas preconcebidas. Lo im portante no es tanto impo­
ner un conjunto de obligaciones a los líderes democráticos, sino encon-

4» Véase Tina Rosemberg. The Haunled Land: Facing Europe's Ghosts ajter Communlsm. 
Nueva York. Random House. 1995: este libro ha sido revisado por Timothy Garton Ash 
en "Central Europe: The Present Past". The New York Review o j Books, 13 de Julio de
1995.
•*9 Jam es McAdams. "The Honecker Trial: The East Germán Past and The Germán Futu- 
re". Documento de trabajo N° 216. Kellogg Institute. Universidad de Notre Dame, enero 
de 1996.
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Irar los medios para que la comunidad internacional pueda efectiva­
mente apoyar los esfuerzos de algunos de estos líderes -y  de organiza­
ciones de la sociedad civil- para alcanzar la responsabilización. En un 
m undo m arcado por la globalización, este apoyo es crucial para la legi­
timidad y aceptabilidad de su s esfuerzos, y ha estado lam entablem en­
te ausente. También es el momento de revisar el marco teórico bajo el 
cual hemos venido discutiendo estos temas. La exposición de los prin­
cipios m orales y las limitaciones políticas que hicieron en un principio, 
entre otros, José Zalaquett y Aryeh Neier, fueron inm ensam ente útiles 
cuando confrontam os nuevas situaciones con relativamente poca expe­
riencia para guiarnos. Seguramente seguirán siendo útiles, pero des­
pués del rápido desenvolvimiento de muchas nuevas experiencias es 
tiempo de revisar todas su s afirmaciones y examinar cuáles continúan 
siendo aplicables. ♦


